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Bogotá D. C., 11 de Septiembre de 2023 
 
Señores  
JUZGADO SEGUNDO DE FAMILIA DE ORALIDAD 
MEDELLÍN – ANTIOQUIA  
E. S. D. 
 
 

Referencia: Tutela No. 05001311000220230043000  
Accionante: LUIS FERNANDO POSADA ESCOBAR 

Accionada: 
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y 
REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS 

Asunto: 
FALLO DE SEGUNDA INSTANCIA  
M.N. LEY 1448 DE 2011 - CÓD. LEX: 7619038 

 
 
GINA MARCELA DUARTE FONSECA, mayor de edad, identificada con cédula de ciudadanía No. 52.897.717 de 
Bogotá y portadora de la T.P. 149.151 del Consejo Superior de la Judicatura,  en calidad de Representante Judicial de la 
Unidad para las Víctimas, según Resolución de nombramiento 04057 del 01 de noviembre del 2022, como Jefe de la 
Oficina Asesora Jurídica Código 1045, grado 16, debidamente posesionada, y teniendo en cuenta que la Resolución 
00126 del 31 de enero de 2018 delegó en esta oficina asesora la respuesta a los requerimientos judiciales en el marco de 
acciones de tutela contra la Entidad, de manera respetuosa procedo a CONTESTAR FALLO DE SEGUNDA 
INSTANCIA de referencia teniendo en cuenta los siguientes: 
 

ACLARACIÓN 
 
Me permito informar a su Despacho que la Doctora Sandra Viviana Alfaro Yara, identificada con cédula de ciudadanía 
N° 52.842.454 de Bogotá, asumió la Dirección Técnica de Reparación de la Unidad para las Victimas, como consta en 
la Resolución de nombramiento 04951 de 2 de Agosto de 2023, por esta razón la competencia para la emisión de las 
respuestas requeridas será de la citada funcionaria, por lo cual se solicita desvincular a la Directora General de la Entidad, 
lo anterior de acuerdo al régimen de competencias. 
 

SOBRE LOS HECHOS DE LA ACCIÓN DE TUTELA 
 

Antes de enunciar el hecho que dio a lugar a la presente acción constitucional, me permito informar al Despacho que 
como requisito indispensable para que una persona pueda acceder a las medidas previstas en la Ley 1448 de 2011, ésta 
debe haber presentado declaración ante el Ministerio Publico y estar incluida en el Registro Único de Victimas – RUV. 
Para el caso del señor LUIS FERNANDO POSADA ESCOBAR, informamos que efectivamente cumple con esta 
condición y se encuentra con estado INCLUIDO por el hecho victimizante de DESPLAZAMIENTO FORZADO, 
declarado bajo el marco normativo Ley 1448 de 2011. 
 
En cuanto a las gestiones adelantadas en el proceso de tutela encontramos:    
 

 El señor LUIS FERNANDO POSADA ESCOBAR, interpuso acción de tutela en contra de la Unidad Para 
Las Víctimas, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales.  

 
 El Despacho admitió la presente acción de tutela, en fecha 24 de Julio de 2023. 

 
 El Despacho mediante Sentencia de fecha 2 de Agosto de 2023, Resolvió conceder la acción de tutela. 

 
 La Unidad, procedió a impugnar la providencia. 

 
 El Tribunal Superior de Medellín - Sala de familia mediante Sentencia de fecha 11 de Septiembre de 2023, 

decidió confirmar y modificar la sentencia de fecha 2 de Agosto de 2023. 
 
 Informamos al Despacho, que ante la orden impartida, esta Unidad emitió comunicado Lex 7619038 al   

accionante, en virtud a lo ordenado por el Tribunal, comunicado que se anexa a este memorial. 
 
  

Documento firmado electrónicamente de acuerdo con la Ley 527 de 1999 y el Decreto 2364 de 2012 F-OAP-018-CAR

Al contestar por favor cite estos datos:

Radicado No.: 2023-1311940-1

Fecha: 12/09/2023 08:22:41 AM
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PROBLEMA JURÍDICO 
 
A través del presente memorial demostraré que la Entidad ha realizado todas las gestiones administrativas para 
salvaguardar los derechos fundamentales reclamados por la parte accionante, toda vez que la Unidad para las Víctimas, 
dio contestación a la solicitud mediante comunicación Código Lex 7619038  respecto a la indemnización administrativa 
por el hecho victimizante de Desplazamiento forzado. 
 

CASO EN CONCRETO 
 
Con el propósito de demostrar que la presente acción constitucional carece de objeto, me permito evidenciar al despacho 
las acciones encaminadas por la entidad respecto a la indemnización administrativa por el hecho victimizante de  
Desplazamiento Forzado, reclamada por la parte accionante. 
 
DEL ACCESO A LA MEDIDA DE LA INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA 
 
En relación con el acceso a la medida de indemnización administrativa por el hecho victimizante de 
DESPLAZAMIENTO FORZADO, sea lo primero señalar que para el caso del accionante, al analizar el caso y revisar 
las diferentes bases de gestión documental nos permitimos indicarle al despacho que el señor LUIS FERNANDO 
POSADA ESCOBAR, cuenta con Resolución Nº. . 04102019-1150668 del 22 de abril de 2021, debidamente 
notificado y en firme y en la que se decidió: (i) reconocer la medida de indemnización administrativa por el hecho 
victimizante Desplazamiento forzado, y (ii) aplicar el “Método Técnico de Priorización” con el fin de determinar el 
orden de entrega de los recursos.1 
 
Teniendo en cuenta que en el caso de la accionante, no se acreditó una situación de urgencia manifiesta o extrema 
vulnerabilidad de las establecidas en el artículo 4 de la Resolución 1049 de 2019 y primero de la Resolución 582 de 
2021, esto es: i) tener más de 68 años de edad, o ii) tener una enfermedad huérfana, de tipo ruinoso, catastrófico o de 
alto costo definida como tal por el Ministerio de Salud y Protección Social, o iii) tener una situación de discapacidad 
que se certifique bajo los criterios, condiciones e instrumentos pertinentes y conducentes que establezca el Ministerio 
de Salud y Protección Social o la Superintendencia Nacional de Salud, se procedió aplicar el Método Técnico de 
Priorización. 
 
Así las cosas, la Unidad para las Víctimas, de acuerdo con la orden de la Corte Constitucional señalada en el Auto 206 
de 2017, adoptó mediante la Resolución No. 1049 de 2019, el procedimiento para reconocer y otorgar la indemnización 
por vía administrativa, procedimiento con reglas técnicas y operativas en garantía del debido proceso administrativo 
para las víctimas. 
 
En virtud de lo anterior, para reconocer y otorgar la medida de indemnización administrativa las víctimas deben adelantar 
el procedimiento establecido en la Resolución No. 1049 de 2019, el cual desarrolla cuatro fases a saber: a) Fase de 
solicitud de indemnización administrativa. b) Fase de análisis de la solicitud. c) Fase de respuesta de fondo a la solicitud. 
d) Fase de entrega de la medida de indemnización. (art. 10). En esta última fase, se determinó que la priorización de la 
entrega de la medida, siempre que proceda el reconocimiento de la indemnización, depende de que la víctima haya 
acreditado alguna de las situaciones de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad (Edad de 68 años, o enfermedad 
huérfana, ruinosa, catastrófica o de alto costo o discapacidad), o en su defecto, al orden de entrega definido a través de 
la aplicación del Método Técnico de Priorización, siempre atendiendo a la disponibilidad presupuestal de la Unidad para 
las Víctimas. 
 
Teniendo en cuenta lo descrito, al respecto es importante manifestar que el proceso de priorización de la Resolución No. 
1049 de 2019  establece que para aquellas personas que no cuenten con un criterio de: i) ser mayor de 68 años , ii) tener 
una condición de discapacidad, o iii) tener alguna enfermedad huérfana, de tipo ruinoso, catastrófico o de alto costo, la 
priorización en la entrega de la medida se regirá a través de la aplicación del Método Técnico de Priorización, el cual, 
como se ha mencionado,  se trata de un proceso técnico que permite determinar el orden de acceso a la indemnización 
de manera proporcional a los recursos apropiados en la respectiva vigencia fiscal, según la valoración que resulte de las 
variables demográficas, socioeconómicas, de caracterización del daño, y de avance en el proceso de reparación integral. 
 
De igual forma, la Resolución 1049 de 2019 en el anexo técnico que hace parte integral de la misma, estableció que el 
Método Técnico de Priorización se aplicará anualmente y que su aplicación será respecto de la totalidad de víctimas 

 

1   El Método Técnico de Priorización es un proceso técnico que, atendiendo a la información de variables demográficas, socioeconómicas, de caracterización del 
daño, y de avance en el proceso de reparación integral de las víctimas, determina el orden para el desembolso de la medida de indemnización administrativa de 
acuerdo con la disponibilidad presupuestal anual asignada a la Unidad para las Víctimas. 
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que al finalizar el 31 de diciembre del año inmediatamente anterior cuenten con decisión de reconocimiento de la 
indemnización administrativa a su favor.  
 
En este sentido, luego de la ejecución del Método Técnico de Priorización el señor LUIS FERNANDO POSADA 
ESCOBAR, NO resultó favorecido para el año 2022, por lo que el accionante ya fue evaluado en la presente vigencia 
y nos encontramos en espera de la expedición del oficio, el cual será notificado informando el resultado obtenido, de tal 
manera que, si el resultado es favorable, la entrega de la indemnización administrativa será de acuerdo con la 
disponibilidad presupuestal de la entidad. Si, por el contrario, el resultado es no favorable, a usted se le aplicará 
nuevamente el «Método Técnico de Priorización», en el año siguiente. 
 
En ese orden de ideas, las víctimas que según la aplicación del Método puedan acceder a la entrega de la indemnización 
administrativa en la correspondiente vigencia de acuerdo con la disponibilidad presupuestal, serán citadas en el 
transcurso del año para la entrega de la medida. Ahora bien, de no poder acceder al desembolso de la medida de 
indemnización dentro de la correspondiente vigencia fiscal, también se determinó que se pondrá a disposición de las 
víctimas la información que les permitirá saber que su desembolso no será priorizado para dicha vigencia y que se 
aplicará nuevamente el método en el año siguiente. 
 
Así las cosas, la Unidad para la Víctimas aplicará el Método Técnico de Priorización en el año 2023 para determinar, si  
las personas que fueron reconocidas al 31 de diciembre de 2022 sin criterio de priorización y de aquellas personas que 
no obtuvieron un resultado favorable en la aplicación de este proceso técnico en la vigencia 2020-2021 y 2022, a cuáles 
se les realizará la entrega de los recursos durante la vigencia 2023 de acuerdo con la disponibilidad de recursos destinados 
para este efecto. Sobre el particular, es importante indicar que la distribución del presupuesto asignado para indemnizar 
a las personas a las que se les aplique el Método Técnico de Priorización depende del número de víctimas que acrediten 
los criterios de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad y a los compromisos adquiridos de acciones 
constitucionales pendientes por cumplir antes de la implementación del procedimiento.  
 
Por otro lado, la aplicación del Método Técnico de Priorización, como proceso técnico, implica, en primer lugar, la 
unificación de los datos y consultas administrativas en las fuentes de información con las que cuenta la Unidad, que 
permiten arrojar el resultado de la ponderación de las variables demográficas, socioeconómicas, de caracterización del 
daño, y de avance en el proceso de reparación integral, así como también, realizar las validaciones tendientes a establecer 
que la víctima no haya fallecido, que no se haya excluido del Registro Único de Víctimas o que el monto a reconocer 
no supere el máximo de los 40 SMLMV.  De ahí que se requiera de un tiempo razonable para llevar a cabo este 
procedimiento técnico, toda vez que, los listados ordinales que arroje, serán los que orienten la priorización que debe 
seguir la Entidad para el otorgamiento de la medida indemnizatoria en los casos que no cuentan con una situación de 
urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad, razón por la cual, no le es posible a la Unidad para las Víctimas otorgar 
indistintas fechas de pago de la indemnización, pues esta depende de todo lo descrito hasta el momento. 
 
De acuerdo a lo antes expuesto no es procedente otorgar una fecha de pago, pues esto vulneraria el derecho a la igualdad 
de las otras víctimas que se encuentren en igual situación, adicionalmente es importante indicar que no se genera con 
ello un perjuicio irremediable al accionante, toda vez, que la indemnización administrativa no está asociada al mínimo 
vital2. Siendo así, no existe un fundamento constitucional que desvirtué que los procedimientos administrativos para el 
pago de la indemnización administrativa tenga la potencialidad de generar en este caso una vulneración de derechos 
fundamentales o de inmediato cumplimiento. 
 
En este sentido es importante resaltar que LA INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA CORRESPONDE A UN 
PROCESO REGLADO AJUSTADO A UN DEBIDO PROCESO QUE TIENE TIEMPOS Y 
PROCEDIMIENTOS PARA GARANTIZAR LOS DERECHOS A LA REPARACIÓN A TODAS LAS 
VÍCTIMAS, por lo tanto como se comunicó al Despacho y a la accionante, surge para la Entidad LA 
IMPOSIBILIDAD DE DAR FECHA Y CIERTA Y/O PAGAR LA INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA, 
toda vez que debe ser respetuosa del procedimiento establecido en la Resolución 1049 de 2019 y del debido proceso 
administrativo. 
 
Adicionalmente, valdría la pena indicar que, pese a los enormes esfuerzos realizados históricamente en materia fiscal 
para compensar económicamente a las víctimas del conflicto armado interno, el reto de la política de la reparación 

 

2 El establecimiento de criterios de priorización ha sido considerado constitucionalmente procedente por la Corte Constitucional en la sentencia C-753 de 2013. “En 
los programas masivos de reparación característicos de contextos de violencia generalizada y sistemática en los que un gran número de personas han resultado 
víctimas, se reconoce la imposibilidad de que un Estado pueda reparar y particularmente indemnizar por completo a todas las víctimas en un mismo momento. Si 
bien los derechos fundamentales de las víctimas deben ser garantizados de manera oportuna, cuando un Estado se enfrenta a la tarea de indemnizar a millones de 
personas y no cuenta con los recursos suficientes, es factible plantear estrategias de reparación en plazos razonables y atendiendo a criterios de priorización. Lo 
anterior no desconoce los derechos de las víctimas sino por el contrario asegura que en cierto periodo de tiempo, y no de manera inmediata, todas serán reparadas” 
(énfasis fuera del original). 
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integral aún es enorme. De allí que el cometido primordial es indemnizar a aquellas víctimas, que por diversas 
situaciones presentan una vulnerabilidad mayor. Esto además, en atención a lo dispuesto en el Auto 206 de 2017 emitido 
por la Corte Constitucional en el que determinó que los criterios de priorización que se debían implementar para el pago 
de la medida de indemnización administrativa, debían enfocarse en primera medida en aquellas víctimas inmersas en 
circunstancias de extrema vulnerabilidad o urgencia manifiesta, en el entendido que, si bien la población víctima de 
conflicto armado en su totalidad es vulnerable, existen personas que presentan un grado mayor de vulnerabilidad tales 
como los adultos mayores, personas con discapacidad o víctimas con enfermedades gravosas o ruinosas.  
 
No obstante, en virtud del reconocimiento del derecho de las víctimas a la indemnización administrativa, la Unidad ha 
manifestado en varios escenarios su imposibilidad de indemnizar a todas las víctimas en un mismo momento, por lo que 
a través del procedimiento se adoptó́ un sistema mixto que permite tanto la atención inmediata de aquellas víctimas que 
se encuentran en extrema vulnerabilidad, como la atención de otras víctimas que no se encuentran en tales situaciones, 
pero son titulares del derecho a la reparación económica. 
 
Vale la pena indicar que, el sistema de priorización establecido se alinea con el interés público y social, pues mantiene 
coherencia con el alcance de la sostenibilidad fiscal, la cual fue abordada por la Corte Constitucional en la Sentencia C-
753 de 2013 que la reconoce como un instrumento orientador de la política de víctimas para el reconocimiento progresivo 
de la indemnización administrativa. 
 
En ese orden de ideas, la Unidad no desconoce los derechos de la accionante, por el contrario, reconoció el derecho que 
tiene de ser indemnizado, sin embargo, la Unidad ha manifestado en varias escenarios su imposibilidad de indemnizar a 
todas las víctimas en un mismo momento, por lo que a través del procedimiento se adoptó́ un sistema mixto que permite 
tanto la atención inmediata de aquellas víctimas que se encuentran en extrema vulnerabilidad, como la atención de otras 
víctimas que no se encuentran en tales situaciones, pero son titulares del derecho a la reparación económica. 
 

FUNDAMENTOS DE DEFENSA 
 

EL DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO – OBSERVANCIA POR PARTE DE LA UARIV. 
 

El debido proceso administrativo, como derecho de doble línea, predicable tanto de la administración como del 
administrado, “se traduce en el derecho que comprende a todas las personas de acceso a un proceso justo y adecuado. 
Es entonces la garantía infranqueable que debe acompañar a todos aquellos actos que pretendan imponer legítimamente 
a los sujetos cargas, castigos o sanciones como establecer prerrogativas”. Esta garantía fundamental “en materia 
administrativa se extiende a todo tipo de actuaciones de la administración” y encuentra dentro de sus principios “los 
derechos fundamentales de los asociados”. 
 
Es clara la jurisprudencia constitucional en que “el debido proceso administrativo consagrado como derecho 
fundamental en el artículo 29 de la Constitución Política, se convierte en una manifestación del principio de legalidad”, 
razón por la cual actúa la Unidad Administrativa para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas dentro de los 
límites normativos que señalan la ley y los reglamentos debidamente expedidos, con un “mínimo grado de 
discrecionalidad o de libertad de acción”, permitiendo en todo caso a la víctima la concreción de su derecho, por medio 
de mecanismos de protección, entendiendo esto como la puesta en conocimiento de las decisiones que le afecten y la 
posibilidad de controvertir estas últimas, en el ejercicio de los derechos de defensa y contradicción. 
 
Conforme a lo anterior, es respetuosa esta Entidad del debido proceso administrativo toda vez que sus actuaciones tienen 
siempre en cuenta los derechos fundamentales de las víctimas del conflicto armado interno como población vulnerable 
donde, respecto de las decisiones administrativas, se brinda un tratamiento diferenciado frente a la población en general, 
por ejemplo, a través de la posibilidad de ejercer los siguientes recursos administrativos: (i) controvertir las decisiones 
referidas al Registro Único Víctimas – RUV e indemnización administrativa en el término de diez (10) días, conforme 
a la Ley 1437 de 2011; y (ii) controvertir las decisiones referidas a la atención humanitaria (medición de carencias) en 
el plazo de un mes, según lo dispuesto en el artículo 2.2.6.5.5.11 del Decreto 1084 de 2015, razón por la cual debe ser 
desestimada la presente acción, a menos de que nos encontremos en presencia de un perjuicio irremediable, lo cual no 
fue acreditado. 

 
CONFIGURACIÓN DE LA CARENCIA DE OBJETO POR HECHO SUPERADO 

  
Es claro para las partes, incluido el Juez de Conocimiento, como Juez constitucional, que el Derecho Tutelado, 
corresponde al de Derecho de petición, el cual fue atendido de manera clara y de fondo por la Unidad, así mismo 
enviándolo a la dirección indicada en el acápite de notificaciones. 
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Lo anterior concluye que, ante la supuesta vulneración del derecho tutelado, su transgresión ha sido saneada 
oportunamente por la Unidad, lo que desencadena en este proceso a una carencia en el objeto, vulneración al derecho 
tutelado, por hecho superado. No sobra recordar, que en materia jurisprudencial la acción de tutela pierde su razón de 
ser en el momento en que la situación que generó la amenaza o la vulneración al derecho fundamentales tutelados es 
superada, en este caso lo procedente es el archivo de las diligencias. 
  
Para el caso concreto, se evidencia que previamente a la interposición de la tutela la Unidad ya había dado respuesta a 
lo solicitado por la accionante, escenario aceptado por la Corte Constitucional para la configuración del Hecho Superado. 
No obstante, independientemente del momento en que se configuró el hecho superado, lo cierto es que la carencia actual 
del objeto se presenta cuando la situación que genera la amenaza o vulneración de los derechos fundamentales invocados 
es superada. 
 

PRINCIPIO DE GRADUALIDAD Y PROGRESIVIDAD PARA EL PAGO DE LAS REPARACIONES 
ADMINISTRATIVAS. 

 
Ahora bien, es preciso indicar que en virtud de los principios de progresividad y gradualidad contemplados en los 
artículos 17 y 18 de la Ley 1448 de 2011, respectivamente, así como con el objetivo de garantizar una reparación efectiva 
y eficaz de conformidad con el numeral 4º del artículo 161 de la Ley 1448 de 2011, el acceso a las medidas de reparación 
contempladas en el Decreto 4800 de 2011, deberán garantizarse con sujeción a los criterios establecidos en la Ley 1448 
de 2011. Para el efecto, también podrán tenerse en cuenta, entre otros, la naturaleza del hecho victimizante, el daño 
causado, el nivel de vulnerabilidad basado en un enfoque diferencial que tenga en cuenta características especiales de 
cada núcleo familiar.  
 
De acuerdo con lo anteriormente mencionado, la Unidad para las Víctimas irá otorgando la indemnización gradualmente, 
contando para ello con un plazo hasta el año 2031, según lo contemplado en la ley 2078 del 08 de enero de 2021 “por 
medio de la cual se modifica la ley 1448 de 2011 y los decretos ley étnicos 4633 de 2011, 4634 de 2011 y 4635 de 2011, 
prorrogando por 10 años su vigencia "advirtiendo que conforme a las disposiciones legales se deberán priorizar a las 
víctimas que presentaron su solicitud por el Decreto 1290 de 2008 y a las que son parte de las sentencias de Justicia y 
Paz. 

PRESICIONES FRENTE AL PRESUPUESTO DE LA ENTIDAD AÑO 2023 

Es preciso indicar que el Gobierno a través de la Unidad para las Víctimas ha realizado un importante esfuerzo en 
materia fiscal para atender, asistir y reparar a las víctimas del conflicto armado interno, es así como desde el año 2012 
hasta el 31 de diciembre de 2022 se han realizado 1.375.157 indemnizaciones a 1.296.582 víctimas por un valor de 
$9.236.477.783.522.  

No obstante, dado el alto número de víctimas, la Entidad enfrenta permanentemente retos presupuestales y operativos 
que le impiden materializar la indemnización para todas las víctimas con derecho a esta. 

En cuanto a la presente vigencia, la realidad en materia de indemnización administrativa desborda la capacidad 
presupuestal de la Unidad para las Víctimas, como se ilustra a continuación:  

 
1. El valor del presupuesto asignado para la presente vigencia es de $1.256.858.687.263 con los que se estima 

indemnizar aproximadamente a 111.000 víctimas con un promedio de costo de indemnización de $11.302.686. 
2. Se debe aplicar el Método Técnico de Priorización a un universo promedio de 5.438.226 víctimas que a 31 de 

diciembre de 2022 contaban con acto administrativo de reconocimiento de la medida de indemnización.  
3. Luego de la aplicación del Método Técnico de Priorización en el año 2022, el universo de víctimas es de 52.417, 

las cuales cuentan con oficio de favorabilidad y están pendientes por pagar, esto por valor de $336.375.087.608.  
4. Las víctimas con cumplimiento de criterio de priorización y cuya indemnización se estima que 

costaría $1.167.108.301.460, es de 108.739. 
5. Durante la vigencia 2023, las victimas que cumplirán criterio de priorización por edad son 45.620 y dichas 

indemnizaciones tienen un valor estimado de $436.949.917.559.  

Por consiguiente y de acuerdo con las proyecciones realizadas, la Entidad estima que con los recursos asignados para la 
presente vigencia 2023 ($1.256.858.687.263), no será posible alcanzar la meta de indemnizaciones, ni dar cumplimiento 
a los indicadores del cuatrienio, contemplados en las metas CONPES y el Plan Nacional de Desarrollo. 
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A continuación, se presentan la proyección de los recursos necesarios para la presente vigencia a fin de lograr la 
estabilización conforme a derechos adquiridos por las víctimas en cumplimiento de los criterios de priorización 
emanados por la Resolución 1049 de 2019 y la Resolución 582 de 2021. 

COMPROMISOS 2023 CANTIDAD VALOR ESTIMADO 
VÍCTIMAS PRIORIZADAS 1 173.228 1.587.644.273.987 
PROYECCIÓN VÍCTIMAS PRIORIZADAS NUEVAS 2 45.620 436.949.917.569 
TOTAL 218.848 2.024.594.191.556 

1. Corresponde al número de personas con cumplimiento de criterio a 31 de diciembre de 2022. 
2. Corresponde al número de personas que cumplirían criterio durante la vigencia 2023. 

  
En este contexto, resulta imperiosa la necesidad de analizar y comprender la situación, toda vez que es evidente que 
para poder indemnizar al universo de víctimas expuesto existe la necesidad de aumentar 
el presupuesto asignado para la vigencia 2023 a la Unidad para las Víctimas en lo referente al otorgamiento de la 
medida de indemnización administrativa, teniendo en cuenta que es preciso otorgar dicha medida a través de 218.848 
pagos, esto sin contemplar los más de 5.438.226 víctimas que a diciembre de 2022 contaban con acto administrativo 
de reconocimiento, susceptibles a que se les aplique el Método Técnico de Priorización y a la espera de la ordenación 
del pago por un valor estimado de $33.654.037.181.200.  

Como resultado del análisis de la Comisión de Seguimiento y Monitoreo a la ley de víctimas se expuso que el país 
necesita 301 billones de pesos a 2031 para cumplir la atención y reparación de las más de nueve millones de víctimas 
que hay en Colombia.  

Adicionalmente, valdría la pena indicar que, pese a los diferentes esfuerzos realizados históricamente en materia fiscal 
para compensar económicamente a las víctimas del conflicto armado interno, el reto de la política de la reparación 
integral aún es enorme. De allí que el cometido primordial es indemnizar a aquellas víctimas que por diversas situaciones 
presentan una vulnerabilidad mayor. Esto además, en atención a lo dispuesto en el Auto 206 de 2017 emitido por la 
Corte Constitucional en el que determinó que los criterios de priorización que se debían implementar para el pago de la 
medida de indemnización administrativa, correspondía entonces enfocarse en primera medida en aquellas víctimas 
inmersas en circunstancias de extrema vulnerabilidad o urgencia manifiesta, en el entendido que, si bien la población 
víctima de conflicto armado en su totalidad es vulnerable, existen personas que presenten un grado mayor de 
vulnerabilidad tales como los adultos mayores, personas con discapacidad o víctimas con enfermedades gravosas o 
ruinosas.  
  
Finalmente, es importante señalar que la interposición creciente, masiva y generalizada de la acción de tutela para 
acceder a los recursos que contemplan la indemnización administrativa, entorpece el mismo proceso ordinario destinado 
a atender a las víctimas, toda vez que la acción constitucional se ha transformado en un trámite paralelo para acceder 
directamente a los derechos que la ley consagra a favor de las víctimas, lo cual afecta los procedimientos y rutas 
establecidas. 
 

PRINCIPIO DE SOSTENIBILIDAD FINANCIERA 

No hay que olvidar señor Juez que, la indemnización por vía administrativa reconocida a las víctimas del conflicto 
armado en el marco de la ley 1448 de 2011, obedece a una indemnización de carácter solidario en virtud de los deberes 
de protección que presenta el Estado colombiano con los ciudadanos. Así entonces en la mencionada normativa se 
estableció en su artículo 19 el Principio de Sostenibilidad, el cual establece: “…El desarrollo de las medidas a que se 
refiere la presente ley, deberá hacerse en tal forma que asegure la sostenibilidad fiscal con el fin de darles, en conjunto, 
continuidad y progresividad, a efectos de garantizar su viabilidad y efectivo cumplimiento”. 

Y es que resulta de tanta importancia conocer y respetar este principio que la misma Corte Constitucional indicó que, 
en la sentencia T-028/18 los alcances de la acción de tutela cuando se trata de solicitudes de indemnización 
administrativa de víctimas de desplazamiento forzado. Identificó tres grandes reglas que deben observar los jueces de 
instancia, a saber: 

“i) En primer lugar, verificar si se han impuesto cargas sustanciales y/o procesales desproporcionadas, que desconozcan 
la situación de concreta vulnerabilidad del actor, de conformidad con los criterios fijados por la jurisprudencia de esta 
Corporación. 
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ii) Tener en cuenta el deber de protección de las finanzas públicas y la sostenibilidad financiera de sistema. La 
relevancia de esta variable dependerá del análisis de la existencia o no de cargas desproporcionadas. Si estas no se 
presentan, la autoridad judicial deberá ponderar el eventual impacto que el reconocimiento de la indemnización 
administrativa a la víctima de desplazamiento forzado puede causar en las finanzas públicas, de modo que, de concluirse 
que este es considerable, deba el actor acudir a los medios de defensa judicial ordinarios.  

iii)  Cumplir el deber de fundamentación empírica en las decisiones de tutela sobre indemnización administrativa. Esto 
implica, básicamente, el manejo responsable del principio de presunción de veracidad, la comprobación de una mínima 
diligencia de parte del reclamante y la necesidad de hacer efectivas las facultades oficiosas del juez de tutela en la 
práctica de pruebas.” (Negrilla fuera de texto)       

Para el caso bajo estudio señor Juez, pedimos atentamente analizar la segunda regla, en el sentido que la Unidad para 
las Víctimas en ningún momento ha impuesto cargas desproporcionadas al accionante. Así bien señala el accionante que 
no incurre en ninguna de las causales para que su indemnización sea priorizada. Pero si por el contrario, el indicarle un 
plazo aproximado de entrega de la medida, sin que sea válido someterlo a la aplicación anual indefinida del método 
técnico de priorización (como lo indica la orden judicial), causaría un impacto negativo, no solo en las finanzas públicas, 
sino vulneraria injustificadamente los derechos de las demás víctimas que se encuentren en las mismas circunstancias. 

PETICIÓN 
 

Por los argumentos fácticos y jurídicos expuestos, en los cuales se demuestra la diligencia de la Unidad Administrativa 
Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas en hacer efectivo el cumplimiento del fallo de tutela 
interpuesta por el señor LUIS FERNANDO POSADA ESCOBAR, de manera respetuosa solicito al Despacho dar por 
cumplida la orden y en consecuencia archivar. 
 

PRUEBAS 
 
Se solicita que se tengan en cuenta las siguientes: 
 

1. Comunicación en virtud de orden judicial Lex 7619038 y comprobante de Envío 
 

ANEXOS 
 

1. Los mencionados en el acápite de pruebas. 
2. Resolución No. 04951 de 02 de Agosto de 2023 

 
 

NOTIFICACIONES 
 
En la ventanilla única de radicación de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, ubicada en 
la CARRERA. 85d #46a65 - Complejo Logístico San Cayetano Bogotá D.C.; número  telefónico:(+571) 
4233075 - Celular: 322 8152333. Fax número 7965151 opción 9, o a través nuestro buzón judicial, al cual puede acceder 
desde nuestra página web, en el siguiente hipervínculo http://www.unidadvictimas.gov.co/es/servicio-al-
ciudadano/buzon-judicial/43703., o al correo electrónico: notificaciones.juridicauariv@unidadvictimas.gov.co 
 
 
Atentamente, 
 
  
 
GINA MARCELA DUARTE FONSECA 
JEFE DE LA OFICINA ASESORA JURIDICA 
UNIDAD PARA LAS VICTIMAS  
Elaboró: Ingrid Ruiz -GRJ 

  

 



 

 

 

Bogotá D.C. 
  
 
Señor: 
LUIS FERNANDO POSADA ESCOBAR 
EMAIL: LUISFERCHOPOSA2020@GMAIL.COM 
TELÉFONO: 3134443229  
 
 
Asunto: Comunicación en virtud de orden judicial Lex 7619038  
               M.N. Ley 1448 de 2011 
               D.I #: 8323321 
  
 
Cordial Saludo, 
 
Atendiendo la petición presentada relacionada con el pago de la indemnización administrativa por el 
hecho victimizante de DESPLAZAMIENTO FORZADO, nos permitimos informarle que la solicitud de 
indemnización administrativa fue atendida de fondo por medio de la Resolución Nº. 04102019-1150668 
del 22 de abril de 2021, debidamente notificado y en firme, en la que se le decidió en su favor (i) 
reconocer la medida de indemnización administrativa por el hecho victimizante Desplazamiento forzado, 
y (ii) aplicar el “Método Técnico de Priorización” con el fin de determinar el orden de entrega de los 
recursos1.  
 
Teniendo en cuenta que en su caso no se acreditó una situación de urgencia manifiesta o extrema 
vulnerabilidad de las establecidas en el artículo 4 de la Resolución 1049 de 2019 y primero de la 
Resolución 582 de 2021, esto es: i) tener más de 68 años de edad, o ii) tener una enfermedad huérfana, 
de tipo ruinoso, catastrófico o de alto costo definida como tal por el Ministerio de Salud y Protección 
Social, o iii) tener una situación de discapacidad que se certifique bajo los criterios, condiciones e 
instrumentos pertinentes y conducentes que establezca el Ministerio de Salud y Protección Social o la 
Superintendencia Nacional de Salud2., se procedió aplicar el Método Técnico de Priorización. 
 
La Unidad para las Víctimas, de acuerdo con la orden de la Corte Constitucional señalada en el Auto 206 
de 2017, adoptó mediante la Resolución No. 1049 de 2019, el procedimiento para reconocer y otorgar la 
indemnización por vía administrativa, procedimiento con reglas técnicas y operativas en garantía del 
debido proceso administrativo para las víctimas. 
 
Teniendo en cuenta lo descrito, al respecto es importante manifestar que el proceso de priorización de 
la Resolución No. 1049 de 2019  establece que para aquellas personas que no cuenten con un criterio 
de: i) ser mayor de 68 años , ii) tener una condición de discapacidad, o iii) tener alguna enfermedad 
huérfana, de tipo ruinoso, catastrófico o de alto costo, la priorización en la entrega de la medida se regirá 
a través de la aplicación del Método Técnico de Priorización, el cual, como se ha mencionado,  se trata 
de un proceso técnico que permite determinar el orden de acceso a la indemnización de manera 
proporcional a los recursos apropiados en la respectiva vigencia fiscal, según la valoración que resulte 
de las variables demográficas, socioeconómicas, de caracterización del daño, y de avance en el proceso 
de reparación integral. 
 

 
1  El Método Técnico de Priorización es un proceso técnico que, atendiendo a la información de variables demográficas, 
socioeconómicas, de caracterización del daño, y de avance en el proceso de reparación integral de las víctimas, determina el orden 
para el desembolso de la medida de indemnización administrativa de acuerdo con la disponibilidad presupuestal anual asignada a 
la Unidad para las Víctimas. 
2 Vale la pena indicar que, pese a los ingentes esfuerzos realizados históricamente en materia fiscal para compensar económicamente a las 
víctimas del conflicto, el reto de la política de la reparación integral aún es enorme. De allí que el cometido primordial es indemnizar a aquellas 
víctimas, que por diversas situaciones presentan una vulnerabilidad mayor. 
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De igual forma, la Resolución 1049 de 2019 en el anexo técnico que hace parte integral de la misma, 
estableció que el Método Técnico de Priorización se aplicará anualmente y que su aplicación será 
respecto de la totalidad de víctimas que al finalizar el 31 de diciembre del año inmediatamente anterior 
cuenten con decisión de reconocimiento de la indemnización administrativa a su favor.  
 
En este sentido, luego de la ejecución del Método Técnico de Priorización, Usted no resultó favorecido 
en cuanto a la puntuación obtenida para el año 2022, por lo que usted ya fue evaluado en la presente 
vigencia y nos encontramos en espera de la expedición del oficio, el cual le será notificado informando 
el resultado obtenido, de tal manera que, si el resultado es favorable, la entrega de la indemnización 
administrativa será de acuerdo con la disponibilidad presupuestal de la entidad. Si, por el contrario, el 
resultado es no favorable, a usted se le aplicará nuevamente el «Método Técnico de Priorización», en el 
año siguiente. 
 
En ese orden de ideas, las víctimas que según la aplicación del Método puedan acceder a la entrega de 
la indemnización administrativa en la correspondiente vigencia de acuerdo con la disponibilidad 
presupuestal, serán citadas en el transcurso del año para la entrega de la medida. Ahora bien, de no 
poder acceder al desembolso de la medida de indemnización dentro de la correspondiente vigencia fiscal, 
también se determinó que se pondrá a disposición de las víctimas la información que les permitirá saber 
que su desembolso no será priorizado para dicha vigencia y que se aplicará nuevamente el método en 
el año siguiente. 
 
Así las cosas, la Unidad para la Víctimas aplicará el Método Técnico de Priorización en vigencia del año 
2023 para determinar, si  las personas que fueron reconocidas al 31 de diciembre de 2022 sin criterio de 
priorización y de aquellas personas que no obtuvieron un resultado favorable en la aplicación de este 
proceso técnico en la vigencia 2020-2021 y 2022, a cuáles se les realizará la entrega de los recursos 
durante la vigencia 2023 de acuerdo con la disponibilidad de recursos destinados para este efecto. Sobre 
el particular, es importante indicar que la distribución del presupuesto asignado para indemnizar a las 
personas a las que se les aplique el Método Técnico de Priorización depende del número de víctimas 
que acrediten los criterios de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad y a los compromisos 
adquiridos de acciones constitucionales pendientes por cumplir antes de la implementación del 
procedimiento.  
 
Por otro lado, la aplicación del Método Técnico de Priorización, como proceso técnico, implica, en primer 
lugar, la unificación de los datos y consultas administrativas en las fuentes de información con las que 
cuenta la Unidad, que permiten arrojar el resultado de la ponderación de las variables demográficas, 
socioeconómicas, de caracterización del daño, y de avance en el proceso de reparación integral, así 
como también, realizar las validaciones tendientes a establecer que la víctima no haya fallecido, que no 
se haya excluido del Registro Único de Víctimas o que el monto a reconocer no supere el máximo de los 
40 SMLMV.  De ahí que se requiera de un tiempo razonable para llevar a cabo este procedimiento 
técnico, toda vez que, los listados ordinales que arroje, serán los que orienten la priorización que debe 
seguir la Entidad para el otorgamiento de la medida indemnizatoria en los casos que no cuentan con una 
situación de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad, razón por la cual, no le es posible a la Unidad 
para las Víctimas otorgar indistintas fechas de pago de la indemnización, pues esta depende de todo lo 
descrito hasta el momento. 
 
Adicionalmente, valdría la pena indicar que, pese a los enormes esfuerzos realizados históricamente en 
materia fiscal para compensar económicamente a las víctimas del conflicto armado interno, el reto de la 
política de la reparación integral aún es enorme. De allí que el cometido primordial es indemnizar a 
aquellas víctimas, que por diversas situaciones presentan una vulnerabilidad mayor. Esto además, en 
atención a lo dispuesto en el Auto 206 de 2017 emitido por la Corte Constitucional en el que determinó 
que los criterios de priorización que se debían implementar para el pago de la medida de indemnización 
administrativa, debían enfocarse en primera medida en aquellas víctimas inmersas en circunstancias de 
extrema vulnerabilidad o urgencia manifiesta, en el entendido que, si bien la población víctima de conflicto 
armado en su totalidad es vulnerable, existen personas que presentan un grado mayor de vulnerabilidad 



 

 

 

tales como los adultos mayores, personas con discapacidad o víctimas con enfermedades gravosas o 
ruinosas.  
 
No obstante, en virtud del reconocimiento del derecho de las víctimas a la indemnización administrativa, 
la Unidad ha manifestado en varios escenarios su imposibilidad de indemnizar a todas las víctimas en 
un mismo momento, por lo que a través del procedimiento se adoptó́ un sistema mixto que permite tanto 
la atención inmediata de aquellas víctimas que se encuentran en extrema vulnerabilidad, como la 
atención de otras víctimas que no se encuentran en tales situaciones, pero son titulares del derecho a la 
reparación económica. 
 
Vale la pena indicar que, el sistema de priorización establecido se alinea con el interés público y social, 
pues mantiene coherencia con el alcance de la sostenibilidad fiscal, la cual fue abordada por la Corte 
Constitucional en la Sentencia C-753 de 2013 que la reconoce como un instrumento orientador de la 
política de víctimas para el reconocimiento progresivo de la indemnización administrativa. 
 
Por lo anterior, surge para la Entidad LA IMPOSIBILIDAD DE DAR FECHA Y CIERTA Y/O PAGAR LA 
INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA, toda vez que debe ser respetuosa del procedimiento establecido 
en la Resolución 1049 de 2019 y del debido proceso administrativo. 
 
Para la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, es importante contar con su opinión 
para mejorar nuestros servicios de atención al usuario. Para ello lo (a) invitamos a responder la encuesta 
de satisfacción que se encuentra en la página web  https://www.unidadvictimas.gov.co/es/encuesta-de-
satisfaccion/37436,  le agradecemos su participación. 
 
En la Unidad para las víctimas es muy importante tener actualizados sus datos de contacto, así como el 
Registro Único de Víctimas – RUV – por esto le invitamos a informar cualquier modificación a través de 
nuestros canales de atención. 
 
Atentamente, 
 
 
SANDRA VIVIANA ALFARO YARA 
DIRECTORA TÉCNICA DE REPARACIONES 
UNIDAD PARA LAS VÍCTIMAS 
 
Elaboró: Ingrid Ruiz_GRJ 
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Buen día,

Adjunto remitimos respuesta a la solicitud presentada por usted ante la Unidad Para la Atención y
Reparación Integral a las Víctimas – UARIV –.
                                       
NOTA: Este correo ha sido enviado por un sistema automático. Por favor no intente responder a este
mensaje, ya que este buzón electrónico no es revisado por ninguna persona.
 
Cordialmente:
 
GRUPO DE RESPUESTA JUDICIAL
UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y
REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS. 

 

Grupo de Respuesta Judicial  
Complejo Logístico San Cayetano 
Carrera 85D No. 46ª-65 piso 5 
Bogotá- Colombia 
www.unidadvictimas.gov.co 
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